PROYECTO DE COMUNICACION

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, ante el inminente vencimiento del plazo fijado por la Ley  Nº 12.833 sancionada el 29 de noviembre de 2007 y promulgada por Decreto Nº 3073 de fecha 06 de diciembre de 2007, proceda a enviar un mensaje habilitando el tratamiento en sesiones extraordinarias de un proyecto de ley que establezca una nueva ampliación por 90 días del plazo estipulado por el artículo 11 de la ley 9528 a fin de poder hacer extensivo los beneficios establecidos en  la misma,  a los empleados de las Municipalidades y Comunas de la provincia.

Fundamentos

Sr. Presidente:




Con el advenimiento del último Golpe Militar del 24 de marzo de 1976 se dictaron dos leyes, la 7854 que entró en vigencia apenas cinco días después del derrocamiento del Gobierno Constitucional, por medio de la cual  se autorizaba a dar de baja de la Administración Pública al personal, planta permanente o contratado, de cualquier repartición del Estado que “se encuentren vinculados a actividades de carácter subversivo o disociador”, la ley comprendía también  a aquellos que “forma abierta, encubierta o solapada preconicen o fomenten dichas actividades”.




Dichas bajas se establecían por Decreto de la Intervención Militar y por si fuera poco autorizaba “en caso de urgencia” a Ministros e Interventores de los distintos organismos.




Se hacía extensivo a los miembros del Poder Judicial, y expresamente en su artículo 4º facultaban  “a los señores Comisionados Interventores Municipales y de Comisiones de Fomento para dictar ordenanzas que apliquen las disposiciones de la presente ley, con las modalidades propias, dentro de sus respectivas jurisdicciones”.




El 14 de abril de ese mismo año entró en vigencia una ley, llamada de “Prescindibilidad”,  aún más amplia por la cual y aduciendo una reorganización administrativa y “la necesidad de producir un real y concreto proceso depurativo de la Administración Pública, sin connotaciones partidistas o sectoriales”, se daba amplia facultades a los señores interventores para despedir a todos aquellos que según su criterio no eran necesarios en el nuevo ordenamiento administrativo, que dicho sea de paso, nunca fue presentado ni llevado a cabo .




Quiero remarcar, Señor Presidente, porque hace específicamente al Proyecto de Comunicación que se pone en consideración,  lo que señalaba el artículo 10º de la citada Ley:   “El Ministerio de Gobierno dará instrucciones a las autoridades de las Municipalidades y Comunas a los efectos de que dentro de sus respectivas jurisdicciones dicten las pertinentes ordenanzas análogas a esta Ley”. Así lo hicieron muchos de los interventores de los Municipios y Comunas y los despidos masivos por causa política se extendieron a los empleados municipales.




En el año 1984, la Legislatura Provincial de la Democracia, sancionó una Ley que disponía el reingreso del personal de la Administración Pública Provincial que hubiera sido cesanteado por efecto de alguna de las dos leyes antes mencionadas.




Más recientemente, sobre el final del último mandato legislativo, se dictó la Ley Nº 12833, promulgada por Decreto Nº 3073 del 06 de diciembre de 2007 que amplía el plazo de presentación para solicitar el reingreso a las personas que cumplían los requisitos de la Ley 9528 y que no hubieran podido realizar su pedido en tiempo y forma.




Es nuestra pretensión y la de muchos ciudadanos perjudicados,  que así como oportunamente se hicieran extensivos los despidos a las Municipalidades y Comunas, ahora se hagan extensivos los  beneficios otorgados por las leyes vigentes a todos los empleados municipales que sufrieron despidos por causas políticas en la última dictadura militar.




Lo exiguo del plazo establecido por la Ley 12833 y la proximidad de su vencimiento conspiran contra nuestra intensión de que los Municipios y Comunas puedan adherir al contenido de la ley oportunamente dictada para reparar una de las nefastas consecuencias que nos dejara la última dictadura militar. El hecho de que nos encontremos en período extraordinario de sesiones nos impide el pronto tratamiento que este tema amerita. De ahí que acudimos al Poder Ejecutivo a fin de que nos habilite para darle una pronta y efectiva solución.




Por lo expuesto solicito se apruebe el presente Proyecto de Resolución.
